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Grupo de Jurisprudencia y Criterios Administrativos

Posicionamiento
 Quinto Debate Temático

	Desclasificación y el acceso a la información de los archivos de inteligencia y contrainteligencia que contribuyan a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas y la sociedad

	País e institución representada
	Defensoría del Pueblo, Perú.

	Breve Descripción
	A fin de delimitar el tema, a continuación se desarrollan algunas reflexiones que pueden servir como facilitadores del debate:

· ¿Cuál es la denominación y el concepto que le otorga su legislación a los archivos de inteligencia o contrainteligencia?

Según la Ley Nº 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública
, los archivos de inteligencia o contrainteligencia militar se encuentran dentro de la categoría de información secreta. 
La normativa sobre la materia cataloga como información secreta a la vinculada al ámbito militar y de inteligencia, tanto en el frente interno como externo, cuya revelación originaría riesgo para la integridad territorial y/o subsistencia del sistema democrático. 
No obstante, dentro de la categoría de información reservada se puede encontrar una referencia a planes de inteligencia vinculada al ámbito policial y de control interno. 
El Decreto Legislativo Nº 1141, de fortalecimiento y modernización del Sistema de Inteligencia Nacional - SINA y de la Dirección Nacional de Inteligencia – DINI, ha establecido los siguientes conceptos:

Artículo 2.- Definiciones

Para los fines del presente Decreto Legislativo y de las actividades reguladas por el mismo, se entenderá por: 

1) Inteligencia: Actividad que comprende un proceso sistemático de búsqueda, evaluación y análisis de información, cuya finalidad es producir conocimiento útil para la toma de decisiones.

2) Contrainteligencia: Parte de la actividad de inteligencia que protege las capacidades nacionales frente a acciones de inteligencia u otras operaciones especiales de inteligencia de actores que representen amenazas para la seguridad nacional.

3) Inteligencia Estratégica: Conocimiento útil, proporcionado al Presidente Constitucional de la República y al Consejo de Ministros, para la formulación y ejecución de la política general de gobierno, con el objeto de garantizar el respeto de los derechos humanos, proteger a la población de las amenazas contra su seguridad, defender la soberanía nacional, y promover el bienestar general y el desarrollo integral de la Nación.

4) Inteligencia Militar: Conocimiento útil sobre las capacidades y vulnerabilidades del poder y potencial militar de actores de interés, para garantizar la independencia, soberanía, integridad territorial y el orden constitucional de la República.

5) Inteligencia Policial: Conocimiento útil sobre las capacidades y vulnerabilidades de actores de interés, nacionales y extranjeros, para garantizar, mantener y restablecer el orden interno, orden público y la seguridad ciudadana, con la finalidad de preservar la gobernabilidad y el estado de derecho.

· En su marco normativo ¿se encuentran clasificados los archivos de inteligencia o contrainteligencia? En caso de ser positiva su respuesta, favor de citar el artículo y la norma en la que éste se encuentra tipificado.
La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, respecto a los archivos de inteligencia y contrainteligencia en el ámbito militar, establece lo siguiente:  
Artículo 15.- Excepciones al ejercicio del derecho.- El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido respecto a la información expresamente clasificada como secreta, que se sustente en razones de seguridad nacional, en concordancia con el artículo 163 de la Constitución Política del Perú, que además tenga como base fundamental garantizar la seguridad de las personas y cuya revelación originaría riesgo para la integridad territorial y/o subsistencia del sistema democrático, así como respecto a las actividades de inteligencia y contrainteligencia del CNI dentro del marco que establece el Estado de Derecho en función de las situaciones expresamente contempladas en esta Ley. En consecuencia la excepción comprende únicamente los siguientes supuestos: 
1. Información clasificada en el ámbito militar, tanto en el frente interno como externo: 
a) Planes de defensa militar contra posibles agresiones de otros Estados, logísticos, de reserva y movilización y de operaciones especiales así como oficios y comunicaciones internas que hagan referencia expresa a los mismos. 
b) Las operaciones y planes de inteligencia y contrainteligencia militar.
c) Desarrollos técnicos y/o científicos propios de la defensa nacional. 
d) Órdenes de operaciones, logísticas y conexas, relacionadas con planes de defensa militar contra posibles agresiones de otros Estados o de fuerzas irregulares militarizadas internas y/o externas, así como de operaciones en apoyo a la Policía Nacional del Perú, planes de movilización y operaciones especiales relativas a ellas. 
e) Planes de defensa de bases e instalaciones militares. 
f) El material bélico, sus componentes, accesorios, operatividad y/o ubicación cuyas características pondrían en riesgo los planes de defensa militar contra posibles agresiones de otros Estados o de fuerzas irregulares militarizadas internas y/o externas, así como de operación en apoyo a la Policía Nacional del Perú, planes de movilización y operaciones especiales relativas a ellas.

g) Información del Personal Militar que desarrolla actividades de Seguridad Nacional y que pueda poner en riesgo la vida e integridad de las personas involucradas.

 2. Información clasificada en el ámbito de inteligencia tanto en el frente externo como interno:

a) Los planes estratégicos y de inteligencia, así como la información que ponga en riesgo sus fuentes. 

b) Los informes que de hacerse públicos, perjudicarían la información de inteligencia.

c) Aquellos informes oficiales de inteligencia que, de hacerse públicos, incidirían negativamente en las excepciones contempladas en el inciso a) del artículo 15 de la presente Ley. 

d) Información relacionada con el alistamiento del personal y material. 

e) Las actividades y planes estratégicos de inteligencia y contrainteligencia, de los organismos conformantes del Sistema de Inteligencia Nacional (SINA), así como la información que ponga en riesgo sus fuentes. 

f) Información del personal civil o militar que desarrolla actividades de Seguridad Nacional y que pueda poner en riesgo la vida e integridad de las personas involucradas. 

g) La información de inteligencia que contemple alguno de los supuestos contenidos en el artículo 15 numeral 1. 

En los supuestos contenidos en este artículo los responsables de la clasificación son los titulares del sector o pliego respectivo, o los funcionarios designados por éste (…).
Respecto a los archivos de inteligencia policial, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública establece:
Artículo 16.- Excepciones al ejercicio del derecho: Información reservada
El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido respecto de la información clasificada como reservada. En consecuencia la excepción comprende únicamente los siguientes supuestos:

 

1. La información que por razones de seguridad nacional en el ámbito del orden interno cuya revelación originaría un riesgo a la integridad territorial y/o la subsistencia del sistema democrático. En consecuencia se considera reservada la información que tiene por finalidad prevenir y reprimir la criminalidad en el país y cuya revelación puede entorpecerla y comprende únicamente:

 

a) Los planes de operaciones policiales y de inteligencia, así como aquellos destinados a combatir el terrorismo, tráfico ilícito de drogas y organizaciones criminales, así como los oficios, partes y comunicaciones que se refieran expresamente a ellos. […].
 

Complementariamente, el artículo 12º del Decreto Legislativo Nº 1129
, que regula el Sistema de Defensa Nacional, desarrolla el acceso a la información relacionada a la seguridad y defensa nacional. Esta norma indica: 
Artículo 12.- Acceso a la información. Los acuerdos, actas, grabaciones, transcripciones y en general, toda información o documentación que se genere en el ámbito de los asuntos referidos a la Seguridad y Defensa Nacional, y aquellas que contienen deliberaciones sostenidas en sesiones del Consejo de Seguridad y Defensa Nacional, se rigen por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en cuanto a su difusión, acceso público y excepciones, en cuanto resulten aplicables. 
· ¿Cuáles son las condiciones necesarias para otorgar a un documento el carácter de información clasificada por considerarse materia de inteligencia o contrainteligencia?
El Decreto Legislativo Nº 1353
, publicado el 06 de enero de 2017, establece el mecanismo de aprobación de los lineamientos para clasificar y desclasificar una información como secreta, reservada o confidencial. 

La referida norma indica que los sectores vinculados a las excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 de la Ley de Transparencia son los que deberán elaborar, de forma conjunta con la Autoridad Nacional de Transparencia, los lineamientos para la clasificación y desclasificación de la información.
Artículo 5.- Lineamientos en materia de clasificación y desclasificación de la información
Los sectores vinculados a las excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública elaboran, de forma conjunta con la Autoridad, lineamientos para la clasificación y desclasificación de la información que se considere confidencial, secreta o reservada. Dichos lineamientos son aprobados a través de Decreto Supremo con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros, refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos y el Ministro de Economía y Finanzas.
En el presente caso, los sectores involucrados en la producción, administración o almacenamiento de información en materia de inteligencia o contrainteligencia, y que deberán elaborar los lineamientos de clasificación,  son el Ministerio de Defensa, el Ministerio del Interior, la Dirección Nacional de Inteligencia, las Fuerzas Armadas, el Ministerio de Relaciones Exteriores y la Policía Nacional del Perú. 

Los lineamientos deberán ser aprobados con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros, refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos y el Ministro de Economía y Finanzas.
Al respecto, la Defensoría del Pueblo considera que en tanto -la recientemente creada- Autoridad no pueda acceder a la información catalogada por la entidad estatal como secreta, reservada o confidencial, su rol de garante de la transparencia y del acceso a la información pública está limitado. 
Ello en tanto no podrá determinar si la clasificación realizada por la entidad pública estuvo conforme o no al marco normativo. En consecuencia, en aquellos casos en los que hubo una mala clasificación, no podrá reabrir la información para el acceso de la ciudadanía. 
· ¿Cuál es el plazo de reserva que se otorga a este tipo de información?
La Ley Nº 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, establece un límite temporal de cinco años para la clasificación de la información secreta, dentro de la cual se encontrarían los archivos de inteligencia y contrainteligencia en el ámbito militar. 

En ese sentido, el último párrafo del artículo 15º de la Ley Nº 27806, establece:

[… ] Con posterioridad a los cinco años de la clasificación a la que se refiere el párrafo anterior, cualquier persona puede solicitar la información clasificada como secreta, la cual será entregada si el titular del sector o pliego respectivo considera que su divulgación no pone en riesgo la seguridad de las personas, la integridad territorial y/o subsistencia del sistema democrático. En caso contrario deberá fundamentar expresamente y por escrito las razones para que se postergue la clasificación y el período que considera que debe continuar clasificado. Se aplican las mismas reglas si se requiere una nueva prórroga por un nuevo período. 
El documento que fundamenta que la información continúa como clasificada se pone en conocimiento del Consejo de Ministros, el cual puede desclasificarlo. Dicho documento también es puesto en conocimiento de la comisión ordinaria a la que se refiere el artículo 36 de la Ley Nº 27479 dentro de los diez (10) días posteriores a su pronunciamiento. Lo señalado en este párrafo no impide que el Congreso de la República acceda a la información clasificada en cualquier momento de acuerdo a lo señalado en el artículo 18 de la presente Ley.

En ese sentido, se presume que pasado los cinco años (principio de temporalidad) se podrá entregar la información clasificada como secreta. No obstante, en caso se considere que su divulgación podrá afectar los bienes jurídicos protegidos, el titular del sector deberá fundamentar expresamente y por escrito las razones para que se postergue la clasificación y el período que considera que debe continuar clasificado.
· ¿Existe en su legislación alguna excepción a la clasificación de información que obligue a la institución/sujeto/ente del gobierno a proporcionar la documentación requerida, pese a que ésta sea considerada materia de inteligencia o contrainteligencia?
La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública prevé que la información contenida en el régimen de excepciones (información secreta, reservada o confidencial) es accesible para el Congreso de la República, el Poder Judicial, el Contralor General de la República; el Defensor del Pueblo y el Superintendente de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones.
El artículo 18º del TUO de la Ley 27806 hace referencia a la regulación de las excepciones:

Artículo 18.- Regulación de las excepciones

Los casos establecidos en los artículos 15, 16 y 17 son los únicos en los que se puede limitar el derecho al acceso a la información pública, por lo que deben ser interpretados de manera restrictiva por tratarse de una limitación a un derecho fundamental. No se puede establecer por una norma de menor jerarquía ninguna excepción a la presente Ley.

La información contenida en las excepciones señaladas en los artículos 15, 16 y 17 son accesibles para el Congreso de la República, el Poder Judicial, el Contralor General de la República; el Defensor del Pueblo y el Superintendente de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones.

· De ser el caso ¿qué se requiere para aplicar dicha excepción a un caso concreto?
El último párrafo del artículo 18º del TUO de la Ley 27806 indica en qué casos las entidades antes indicadas tendrán acceso a la información considerada secreta, dentro de lo cual podrían estar las materias de inteligencia o contrainteligencia.

Artículo 18.- Regulación de las excepciones

Para estos efectos, el Congreso de la República sólo tiene acceso mediante una Comisión Investigadora formada de acuerdo al artículo 97 de la Constitución Política del Perú y la Comisión establecida por el artículo 36 de la Ley Nº 27479. Tratándose del Poder Judicial de acuerdo a las normas que regulan su funcionamiento, solamente el juez en ejercicio de sus atribuciones jurisdiccionales en un determinado caso y cuya información sea imprescindible para llegar a la verdad, puede solicitar la información a que se refiere cualquiera de las excepciones contenidas en este artículo. El Contralor General de la República tiene acceso a la información contenida en este artículo solamente dentro de una acción de control de su especialidad. El Defensor del Pueblo tiene acceso a la información en el ámbito de sus atribuciones de defensa de los derechos humanos. El Superintendente de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones tiene acceso a la información siempre que ésta sea necesaria para el cumplimiento de las funciones de la Unidad de Inteligencia Financiera del Perú - UIF-Perú.

Aunado a ello, el legislador ha considerado pertinente subrayar que las excepciones al ejercicio del derecho de acceso a la información pública, establecidos en los artículos 15, 16 y 17 del TUO de la Ley Nº 27806, son los únicos en los que se puede limitar el derecho al acceso a la información pública. En ese sentido, deben ser interpretados de manera restrictiva por tratarse de una limitación a un derecho fundamental. 

· ¿En su legislación existe la figura de reparación del daño a víctimas y a la sociedad? De ser afirmativa su respuesta, ¿en qué casos proceden éstas?
Sí existe la reparación del daño a víctimas y a la sociedad, ésta es regulada   mediante la Ley Nº 28592, Ley que crea el Plan Integral de Reparaciones.
Esta norma tiene como objetivo reparar a todas las víctimas, familiares de las víctimas o grupos humanos que por la concentración de las violaciones masivas, sufrieron violación de sus derechos humanos de forma individual y quienes sufrieron daño en su estructura social mediante la violación de sus derechos colectivos. 

Para cumplir con dicho objetivo, se creó el Consejo de Reparaciones quien ha implementado un Registro Único de Víctimas, tanto para individuos como para víctimas colectivas. En ese sentido, las víctimas inscritas podrán acceder a reparaciones de índole simbólicas, económicas, en salud, en educación, de restitución de derechos ciudadanos o de facilitación en el acceso a una solución habitacional. 
Cabe señalar que a partir de la entrada en vigencia del Decreto Supremo Nº 102-2011-PCM, la Comisión Multisectorial de Alto Nivel, encargada del seguimiento de las acciones y políticas del Estado en los ámbitos de la paz, la reparación colectiva y la reconciliación nacional – CMAN; y el Consejo de Reparaciones, pasaron a ser parte del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

Según la información consignada en el portal web del Consejo de Reparaciones
, al 2011, existen 135 642 víctimas individuales inscritas y 5 697 comunidades y centros poblados inscritos. Actualmente, el Ministerio de Justicia sigue pagando las reparaciones económicas a las víctimas del periodo de violencia vivida entre los años 1980-2000.
De otro lado, jurisprudencialmente, el Tribunal Constitucional ha reconocido como un derecho fundamental, el derecho a la verdad.  Aunque no tiene un reconocimiento expreso en nuestro texto constitucional, el Tribunal ha indicado que es un derecho plenamente protegido, derivado de la obligación estatal de proteger los derechos fundamentales y de la tutela jurisdiccional.
El Tribunal Constitucional sostuvo que “La Nación tiene el derecho de conocer la verdad sobre los hechos o acontecimientos injustos y dolorosos provocados por las múltiples formas de violencia estatal y no estatal. Tal derecho se traduce en la posibilidad de conocer las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las cuales ellos ocurrieron, así como los motivos que impulsaron a sus autores. El derecho a la verdad es, en ese sentido, un bien jurídico colectivo inalienable”.

Asimismo, ha reconocido el carácter de «bien público» a la información referida al manejo de la lucha antisubversiva en el país y de la acción criminal de los terroristas.
 
· ¿Considera que el ejercicio de la ponderación de derechos es una herramienta adecuada para discernir entre la divulgación o la clasificación de la información?
Efectivamente, la ponderación podría constituir una herramienta adecuada que permita efectuar juicios racionales donde el/la magistrado/a pueda determinar el grado de importancia del derecho fundamental que debe optimizarse. 
En tanto la teoría permite que los derechos fundamentales como los principios, con protección constitucional, puedan ser sometidos a un test de ponderación, consideramos que un conflicto como el planteado sí puede estar sometido a este tipo de análisis.
En ese sentido, atendiendo al caso concreto, el/la magistrado/a debe tomar en cuenta la importancia del principio relacionado con la seguridad y defensa nacional en relación con el nivel de restricción que pudiera suponer para el derecho a la verdad, para luego poder determinar la viabilidad de la divulgación o clasificación de la información. 


	Consideraciones Generales (Relevancia del tema)
	· ¿Qué tipo de proyectos o acciones ha llevado a cabo su institución en la materia (el acceso a la información de los archivos de inteligencia y contrainteligencia que contribuyan en la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas y la sociedad)?
Al respecto, la Defensoría del Pueblo ha realizado las siguientes acciones:

· Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 12º de Decreto Legislativo 1129

El artículo cuestionado establecía lo siguiente:

«Artículo 12.- Acceso a la información. Los acuerdos, actas, grabaciones, transcripciones y en general, toda información o documentación que se genere en el ámbito de los asuntos referidos a la Seguridad y Defensa Nacional, y aquellas que contienen las deliberaciones sostenidas en las sesiones del Consejo de Seguridad y Defensa Nacional, son de carácter secreto.»

La Defensoría argumentó que la norma establecía una reserva absoluta sobre toda información referida a la seguridad y la defensa nacional, es decir, prevé como regla general que toda información que se genera o se posea en dicho ámbito es secreta.
Además, que la disposición normativa implica un claro desconocimiento de que —en un Estado democrático y constitucional de Derecho— rige el principio de máxima publicidad, el cual exige que toda restricción al acceso a la información pública es excepcional, debe ser evaluada caso por caso y contar con una debida justificación acerca de que su divulgación pone en riesgo la seguridad nacional.
Finalmente, se indicó que el establecimiento de una regla absoluta limita indebidamente y vacía de contenido al derecho fundamental de acceso a la información pública, lo cual es contrario a la legislación nacional y a la jurisprudencia de este Tribunal Constitucional, así como a los parámetros desarrollados en el ámbito supranacional. 
Tal como se indicó esta norma ha sido recientemente modificada por el  Decreto Legislativo Nº 1353; sin embargo, la Defensoría del Pueblo viene sosteniendo que:

·   Si bien la Quinta Disposición Complementaria Modificatoria del DL 1353 ha modificado al artículo 12 del Decreto Legislativo 1129, estimamos necesario manifestar que aquella reproduce el vicio demandado, por lo que tal escenario habilita al Tribunal Constitucional a revisar su constitucionalidad, maxime si la vulneración al derecho de acceso a la información pública no ha cesado y, por ende, se mantiene plenamente vigente. 
·   La restricción absoluta contenida en el otorgamiento de información sobre asuntos de seguridad y defensa nacional prevista en el artículo 12 del DL 1129 no ha desaparecido. Por el contrario, se ha mantenido la regla general sobre la prohibición al acceso de dicha clase de información, permitiendo solamente de modo excepcional, subsidiario y condicionado, la observancia de la Ley de Transparencia «en cuanto resulte aplicable».
· Informe de Adjuntía Nº 009-2017/DP-AAC
El referido Informe de Adjuntía fue remitido al Congreso de la República haciendo de conocimiento nuestras observaciones a la recientemente creada Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
En ese sentido, indicamos lo siguiente:
· La Autoridad no tiene autonomía para cumplir con sus funciones.

En tanto la Autoridad será un órgano de línea más dentro del ministerio, consideramos que no tendrá todos los niveles de autonomía necesarios para cumplir adecuadamente su función. Por otra parte, el Decreto Legislativo no alude expresamente a ningún tipo de autonomía en los ámbitos técnico, administrativo, normativo, económico ni financiero.

Al respecto, la Defensoría del Pueblo ha planteado la necesidad de que la autoridad sea un organismo técnico especializado con personería jurídica de derecho público interno. Además, teniendo en cuenta la naturaleza jurídica de otras entidades garantes de la transparencia y el acceso a la información pública, se indicó que ésta debería contar con expresa autonomía técnica, funcional, administrativa, normativa, económica y financiera.

- La Autoridad no accederá a la información clasificada ni podrá verificar la legalidad o ilegalidad de la clasificación de información realizada por la entidad de la Administración Pública. 

Si la Autoridad no puede acceder a la información catalogada por la entidad estatal como secreta, reservada o confidencial, limita su rol de garante de la transparencia y del acceso a la información pública. Ello en tanto no podrá determinar si la clasificación realizada estuvo conforme o no al marco normativo. En consecuencia, en aquellos casos en los que hubo una mala clasificación, no podrá reabrir la información para el acceso de la ciudadanía. 

Cabe destacar que la Defensoría planteó que la autoridad pueda acceder a la información protegida, en el ejercicio de sus funciones de supervisión y fiscalización, sujeta al respectivo deber de no divulgación de dicha información.

- El Tribunal de Transparencia y Acceso a la Información Pública no sanciona directamente los incumplimientos de las normas de transparencia 

Al respecto, se puede advertir que el Tribunal únicamente revisará las sanciones impuestas previamente por la entidad en el procedimiento administrativo sancionador. No obstante, si el funcionario incumple la ley pero no se le inicia un procedimiento administrativo sancionador, o si luego de ser iniciado no se le impone sanción, entonces el Tribunal no podrá conocer el caso y con ello continuaría la impunidad.

Consideramos indispensable que éste órgano cuente con la función de sancionar directamente los incumplimientos a la normativa de transparencia y acceso a la información. Ello atendiendo a los reiterados incumplimientos reflejados en las más de 10 803 quejas recibías por la Defensoría del Pueblo entre el 2006 y el 2016
, y a las casi inexistentes sanciones. 

- Ampliación del plazo para otorgar la información pública 

A pesar de haber dejado constancia en la Exposición de Motivos del Decreto Legislativo Nº 1353 acerca de la preocupación que existe por el elevado grado de incumplimiento en el plazo para proporcionar la información requerida, no se encuentra el sustento técnico que permita justificar de forma razonable la adopción de tal medida regresiva en materia de acceso a la información pública.

Por el contrario, si se ha querido optar por un sinceramiento en el tiempo de entrega de información a cargo del funcionario responsable, consideramos que la ampliación del plazo no soluciona el problema de la falta de celeridad que se da al tratamiento de las solicitudes de acceso en la administración pública. 

Para atender el problema hace falta verdaderas acciones de supervisión a cargo de los órganos de control y, posteriormente, la adopción de medidas orientadas a superar los reales problemas que ocasionan la demora en la entrega de la información. 

- Ausencia de plazo máximo para la prorroga en la atención de las solicitudes de acceso a la información pública
Antes de la modificación, la norma establecía la posibilidad de prorrogar excepcionalmente la entrega de la información, por cinco días útiles adicionales. Ello solo si mediaban circunstancias que hagan inusualmente difícil reunir la información solicitada. Ahora, establece que cuando sea materialmente imposible cumplir con el plazo de diez días hábiles para entregar la información, por única vez, la entidad debe comunicar al solicitante la fecha en que proporcionará la información, en un plazo máximo de dos días hábiles de recibido el pedido de información. 

Al respecto, consideramos un retroceso no establecer un plazo máximo para la ampliación excepcional del tiempo de entrega. En la práctica, ello podría significar una afectación al derecho de acceder a la información de forma oportuna. 



	Consideraciones 

(Posición sobre el tema)
	La Defensoría del Pueblo estima válido y necesario la existencia de información (archivos de inteligencia y contrainteligencia) que deba ser clasificada como secreta o reservada, en tanto su divulgación puede afectar bienes jurídicos importantes como la seguridad y defensa nacional.

No obstante, también considera indispensable la existencia de una autoridad (en el caso peruano sería la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública) que cuente con las competencias y facultades para acceder a la información clasificada por una entidad estatal como secreta, reservada o confidencial. 

Esta actuación permitiría verificar que los criterios de clasificación empleados por la entidad pública se ajustan a la normativa vigente. Asimismo, en caso se detecte la transgresión a una norma o línea jurisprudencial, consideramos que la Autoridad debería tener la competencia para desclasificar la información y permitir el acceso a la ciudadanía.
Ante lo expuesto, la Defensoría del Pueblo sigue recomendando que la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública debe acceder a la información protegida, en el ejercicio de sus funciones de supervisión y fiscalización, sujeta al respectivo deber de no divulgación de dicha información. 

	Áreas de oportunidad 

(¿Qué hace falta para mejorar el derecho de acceso en el tema a discusión? – Nuevos Retos)
	En primer lugar, la Defensoría del Pueblo estima necesario que se establezcan lineamientos y/o criterios objetivos y claros para la clasificación de la información secreta y reservada por parte de las instituciones públicas. 

En segundo lugar, considera indispensable la existencia de una autoridad con competencias para fiscalizar que tales lineamientos y criterios no transgredan la normativa sobre la materia y, por ende, evitar que se vulnere el derecho fundamental de acceso a la información pública o se limite el derecho a la verdad y justicia de las víctimas y la sociedad en su conjunto. 


	Precedentes o criterios

(Cómo se ha resuelto el tema en su país o Institución)
	Proceso de habeas data Nº 01805-2007 (fundamentos jurídicos 7 al 21)

http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2009/01805-2007-HD.html 

Proceso de habeas data Nº 01839-2012 (fundamento jurídico 5)

http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2016/01839-2012-HD.pdf 


� Actualmente, se encuentra vigente el Texto Único Ordenado de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 043-2003-PCM. 


� Este artículo ha sido recientemente modificado por el Decreto Legislativo Nº 1353.


� Es preciso indicar que esta norma aún no se encuentra vigente. Su vigencia está supeditada a la aprobación y publicación de su Reglamento. 


� http://www.ruv.gob.pe/archivos/informeanualCR06.pdf


� Sentencia del Tribunal Constitucional. Expediente N°  2488-2002-HC/TC. Fundamento Jurídico 8. 


� Ídem. Fundamento jurídico 18. 


� Sistema de Información Defensorial de Transparencia. 
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